
BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 240	 Viernes 5 de octubre de 2012	 Sec. III.   Pág. 71054

III.  OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
12446 Resolución de 27 de julio de 2012, de la Dirección General de los Registros y 

del Notariado, en el recurso interpuesto contra la nota de calificación extendida 
por el registrador de la propiedad de Javea n.º 1, por la que se rechaza la 
inscripción derivada de una resolución extranjera sobre disolución de 
matrimonio.

En el recurso interpuesto por don A. C. L., abogado, en nombre y representación de 
don R. B., contra la nota de calificación extendida por el registrador de la Propiedad de 
Jávea número 1, don Carlos Olavarrieta Jurado, por la que se rechaza la inscripción 
derivada de una resolución extranjera sobre disolución de matrimonio y la instancia que la 
acompaña.

Hechos

I

Se presenta en el Registro de la Propiedad de Javea número 1 el día 25 de abril de 
2012 la siguiente documentación: Instancia de don A. C. L., abogado, actuando en 
nombre y representación de don R. B. y de doña L. H. B., en virtud de poder que se 
acompaña (traducido y apostillado), por la que al amparo de los artículos correspondientes 
del Reglamento CE 2201/2003 se solicita la inscripción de disolución del condominio que 
sobre determinada finca y participación de finca ostentan ambos representados a favor 
de don R. B. Dicha instancia consta firmada y fechada sin que conste legitimación de 
firma de tipo alguno. Escrito de la Corte del Condado de Luton del que resulta la disolución 
de matrimonio entre los mencionados por decreto de la Corte de fecha 21 de octubre de 
2009. La orden de consentimiento entre los dos titulares registrales en la que consta que 
la esposa transferirá al esposo sus derechos en la propiedad existente en Moraira, en el 
que consta el sello y firma del oficial del Juzgado. Anexo I del Reglamento CE 2201/2003 
con sus campos rellenados, sellado y firmado por el oficial del Juzgado y del que resulta 
que la Corte del Condado de Luton emitió el día 21 de octubre de 2009 sentencia de 
divorcio contra la que no cabe recurso en el Estado miembro de emisión, siendo la fecha 
de efecto la misma.

II

Presentada la referida documentación en Registro de la Propiedad de Jávea 
número 1, fue objeto de la siguiente nota de calificación: «Registro de la Propiedad de 
Jávea n.º 1 Notificación de defecto de conformidad con el artículo 322 de la Ley 
Hipotecaría y en relación con el certificado de firmeza de Auto de disolución matrimonial 
expedido por el Tribunal del Condado de Luton de veintiuno de octubre de dos mil nueve, 
copia de doce de abril de dos mil doce de orden de consentimiento de veintinueve de abril 
de dos mil nueve del Tribunal del Condado de Luton, y certificado relativo a las 
resoluciones judiciales en materia matrimonial a que se refiere el artículo 39 del 
Reglamento (CE), debidamente traducidos, y de instancia suscrita el veintitrés de abril de 
dos mil doce por A. C. L. en representación de D. R. B.; según poder otorgado el trece de 
mayo de dos mil dos ante el Notario de Dunstable Bedfordshire, redactado en inglés y 
castellano que, debidamente apostillado, se acompaña, presentada en esta oficina el 
veinticinco de abril de dos mil doce, Asiento 767 del Diario 135, ha sido calificado 
negativamente por los siguientes: Hechos.–Se decreta la firmeza de la disolución del 
matrimonio entre L. H. B. y R. B., en cuyo consentimiento se ordena que la esposa cv
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transmitirá al esposo todos sus derechos y su patrimonio con garantía de pleno dominio 
respecto de la vivienda 10, (...), Moraira, Alicante, España; solicitando en la instancia 
citada la inscripción sobre la finca 22120 y la participación de la finca 20670 de Teulada. 
Fundamentos de Derecho: No se presenta documentación auténtica a que se refiere el 
artículo 3 de la Ley Hipotecaría, al ser insuficiente el certificado de firmeza de Auto para la 
inscripción que se solicita en la instancia que se acompaña, cuya firma no se encuentra 
notarialmente legitimada; siendo necesario la presentación del Auto dictado el dieciocho 
de febrero de dos mil nueve, por el que se decretó la disolución del matrimonio, cuya 
firmeza se acredita para poder practicar los asientos solicitados. Contra la anterior 
calificación (...) En Jávea, a 7 de mayo de 2012. El Registrador. Fdo: Carlos E. Olavarrieta 
Jurado».

III

Contra la anterior nota de calificación, don A. C. L., abogado, en nombre y 
representación de don R. B., interpone recurso en virtud de escrito de fecha 16 de mayo 
de 2012, en el que alega, resumidamente, lo siguiente: Que la documentación presentada 
cumple con los requisitos del artículo 37 del Reglamento CE 2201/2003 y que el artículo 
52 excluye expresamente cualquier tipo de legalización o formalidad; Que la resolución 
judicial que se acompaña es el decreto de 21 de octubre de 2009 («Absolute Decree») 
por el que se disuelve el matrimonio acompañado del anexo I previsto en el Reglamento 
citado; y, Que la resolución recurrida exige la presentación del decreto de 18 de febrero 
de 2009, que no disuelve el matrimonio y que carece de interés jurídico.

IV

El registrador emitió informe el día 24 de mayo de 2012, elevando el expediente a 
este Centro Directivo, y del que resulta que rectifica la calificación en el sentido de que el 
defecto se limita a la falta de legitimación de firma en la instancia presentada.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1.1, 21, 22, 25, 26, 37, 39, 52, 59 y 72 del Reglamento 
(CE) 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales, en materia matrimonial y de 
responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) número 1347/2000; 9, 
10, 11, 12.1, 107 y 608 del Código Civil; 3, 4, 18, 99, 100, 103 y 322 y siguientes de la Ley 
Hipotecaria; 951 a 958 de Ley de Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1881; 33, 34, 38, 
110, 127 y 193.4 del Reglamento Hipotecario; 83 y 84 del Reglamento del Registro Civil; y 
las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 8 de marzo 
de 2005, 13 de octubre de 2009 y 22 de febrero de 2012.

1.  Presentado en el Registro de la Propiedad una resolución judicial extranjera, de 
origen comunitario, relativa a la declaración de divorcio de dos ciudadanos comunitarios y 
que contiene medidas sobre el destino de su patrimonio en España, es objeto de 
calificación negativa. Para su correcta resolución es preciso que este expediente analice 
cuáles son los requisitos para que una resolución extranjera semejante pueda causar un 
asiento en el Registro de la Propiedad español habida cuenta de que el recurrente 
entiende que la misma puede acceder directamente y sin más trámite a los folios 
registrales.

2.  Como primer paso, es preciso analizar el contenido del Reglamento alegado y su 
repercusión en el Derecho español. El Tratado de Amsterdam recogió la voluntad de los 
Estados miembros de la Comunidad Europea de establecer un espacio de libertad, 
seguridad y justicia que garantizase, entre otros objetivos, la libre circulación y el libre 
establecimiento de sus ciudadanos mediante, entre otras, la adopción de medidas en el 
ámbito de la cooperación judicial en materia civil. En la actualidad el Tratado de 
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Funcionamiento de la Unión Europea recoge la existencia de dicho espacio garantizando 
«en especial el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales y 
extrajudiciales en materia civil» (vid. artículo 67.1.4) y afirmando que «la Unión 
desarrollará una cooperación judicial en asuntos civiles con repercusión transfronteriza, 
basada en el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales y 
extrajudiciales» (artículo 81.2). Fruto de esta voluntad común existe un conjunto normativo 
europeo cuya finalidad es cumplir el mandato de los Tratados y, en lo que ahora nos 
interesa, es preciso traer a colación el Reglamento (CE) 2201/2003 del Consejo de 27 de 
noviembre de 2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales, en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que 
se deroga el Reglamento (CE) número 1347/2000. El Reglamento 2201/2003 (conocido 
en el foro como Bruselas II bis) viene a recoger en la materia que nos ocupa las 
previsiones de su antecesor, el Reglamento 1347/2000 (Bruselas II), que deroga, y del 
anterior Convenio de Bruselas de 28 de mayo de 1998 relativo a la competencia, el 
reconocimiento y la ejecución de decisiones en materia matrimonial. Esta sucesión de 
normas de rango europeo revela por tanto la decidida voluntad de los Estados miembros 
de profundizar en la cooperación judicial a fin de facilitar el correcto funcionamiento del 
mercado interior mediante la aplicación del principio de confianza mutua (vid. 
considerandos 1 y 21 del Reglamento 2201/2003).

En lo que ahora interesa, el Reglamento determina en su artículo 1.a) que se aplicará 
a la materia civil relativa al divorcio, y que se aplicará a las resoluciones o documentos 
posteriores al 1 de marzo de 2005 (artículo 72, con algunas excepciones y con un especial 
régimen transitorio, ex artículo 64). En cuanto a la eficacia de las resoluciones el 
artículo 21 del Reglamento determina lo siguiente: «1. Las resoluciones dictadas en un 
Estado miembro serán reconocidas en los demás Estados miembros sin necesidad de 
recurrir a procedimiento alguno. 2. En particular, y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado 3, no se requerirá ningún procedimiento especial para la actualización de los 
datos del Registro civil de un Estado miembro sobre la base de las resoluciones en 
materia de divorcio, separación judicial o nulidad matrimonial dictadas en otro Estado 
miembro y que ya no admitan recurso con arreglo a la legislación de este último. 3. Sin 
perjuicio de la sección 4, cualquiera de las partes interesadas podrá, de conformidad con 
los procedimientos previstos en la sección 2, solicitar que se resuelva sobre el 
reconocimiento o no reconocimiento de una resolución (...) 4. Cuando el reconocimiento 
de una resolución se plantee de forma incidental ante un órgano jurisdiccional de un 
Estado miembro, dicho órgano jurisdiccional podrá pronunciarse al respecto».

El recurrente entiende que por aplicación del Reglamento no es exigible ninguna otra 
formalidad y que la resolución judicial comunitaria puede acceder directamente a los 
libros registrales. Procede en consecuencia determinar cuál es el alcance de los 
pronunciamientos de dicho instrumento legal y más en concreto de la afirmación del 
número 1 del artículo 21 al decir «sin necesidad de recurrir a procedimiento alguno».

3.  Para resolver la cuestión planteada hay que poner el citado precepto en su 
contexto. Pues bien, el aumento de los supuestos de tráfico jurídico internacional 
intracomunitario en el ámbito de las relaciones económicas y personales ha llevado al 
legislador europeo a establecer un régimen unificado y simplificado de eficacia 
transfronteriza de resoluciones judiciales extranjeras basado en el principio de la 
confianza mutua, y que se ha articulado en diversos instrumentos normativos 
comunitarios, y entre ellos en el citado Reglamento Bruselas II bis, a través de la 
implantación de un modelo de reconocimiento directo (denominado con frecuencia, 
aunque de forma impropia, de «reconocimiento automático»), esto es, sin necesidad de 
obtención previa de un acto de autoridad por el que se declare formalmente, en un 
procedimiento autónomo y a título principal, la homologación de la resolución extranjera 
por las autoridades competentes del Estado requerido o de destino en que se pretendan 
hacer valer sus efectos. Es decir, se prescinde del «exequatur» exigido por el artículo 954 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881. Se trata de un modelo de reconocimiento que 
permite invocar la resolución judicial extranjera directamente ante la autoridad del Estado 
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requerido, sin pasar por un procedimiento previo y autónomo con el sólo objeto de obtener 
la declaración de reconocimiento. Este modelo simplificado de reconocimiento no es 
exclusivo del Reglamento Bruselas II bis, sino que ya se introdujo en el 
Reglamento 44/2001, del Consejo de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia 
judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil, el Reglamento 1346/2000, del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre 
procedimientos de insolvencia, o el Reglamento 4/2009, del Consejo, de 18 de diciembre 
de 2009, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia de obligaciones de alimentos.

Pero ese reconocimiento directo, en el sentido expresado, no opera de forma 
automática o «ex lege», (de ahí lo impropio de la denominación «reconocimiento 
automático») en la medida en que lo que se dispensa es la exigencia de un procedimiento 
específicamente dirigido a la obtención de la declaración formal de reconocimiento de 
carácter autónomo, pero sin que ello se traduzca en una ausencia de control de la 
resolución judicial extranjera, sino en una articulación de los mecanismos de fiscalización 
más simplificados y sujetos a un régimen de causas tasadas de denegación. En este 
orden de cosas, todos los instrumentos comunitarios citados, incluyendo el Reglamento 
Bruselas II bis, mantienen la necesidad de verificar por parte de la autoridad competente 
del Estado de destino, incluidas las autoridades registrales, la no concurrencia en la 
resolución judicial concreta que se pretende reconocer de ninguno de los motivos de 
denegación en cada caso establecidos. En el caso de las resoluciones judiciales en 
materias de divorcio, separación judicial y nulidad matrimonial el Reglamento 2201/2003 
prevé en su artículo 22 entre los motivos de denegación la contradicción manifiesta con el 
orden público del Estado miembro requerido, en los casos de sentencias dictadas en 
rebeldía la violación de las normas procesales en protección del derecho de defensa del 
demandado, o el carácter incompatible o inconciliable de la resolución con otra dictada en 
u litigio entre las mismas partes en el Estado requerido o en otro Estado que reúna las 
condiciones necesarias para su reconocimiento en dicho Estado requerido. Además, los 
instrumentos comunitarios también imponen el cumplimiento de diversos requisitos de 
carácter formal, que incluyen la presentación de una copia auténtica de la resolución 
extranjera y una certificación extendida por la autoridad judicial de origen conforme a un 
formulario preestablecido por el Reglamento. Será la autoridad del Estado requerido en el 
marco del procedimiento en el que se pretenda hacer valer la resolución extranjera, en 
este caso el registrador en el ámbito del procedimiento registral, y en particular con 
ocasión del trámite de la calificación, el que a título incidental realice el reconocimiento de 
dicha resolución mediante el control de los aspectos indicados y con efectos limitados a la 
propia inscripción solicitada (cfr. artículo 101 del Reglamento Hipotecario).

Por lo tanto, el sistema de reconocimiento directo implantado por los instrumentos 
comunitarios permiten invocar directamente la resolución judicial extranjera ante el 
registrador español, sin necesidad de un procedimiento previo de reconocimiento a título 
principal, que es sustituido por el control incidental por parte del mismo registrador, en 
virtud del cual deberá determinar con carácter previo a autorizar el acceso al Registro 
español de la resolución extranjera si ésta reúne los requisitos necesario para ser 
reconocida en España (requisitos externos, formales o de autenticidad, y requisitos 
internos relativos a la no concurrencia de los motivos de denegación antes señalados).

4.  Ahora bien, así como el Reglamento de Bruselas II bis, al igual que el resto de 
instrumentos comunitarios antes citados, establecen el modelo de reconocimiento directo, 
o automático, señalado, por el contrario la regulación de la ejecución propiamente dicha 
de las resoluciones extranjeras se mantiene residenciada en el ámbito de los 
ordenamientos nacionales, por lo que las resoluciones judiciales relacionadas con los 
procesos de ejecución, incluidas las medidas cautelares, quedan sujetas en cuanto a su 
implementación o ejecución a lo establecido en los ordenamientos nacionales. Del mismo 
modo quedan fuera de los instrumentos comunitarios, y por ende sometidos a los 
respectivos ordenamientos nacionales, la denominada «ejecución impropia» mediante el 
acceso a los registros públicos jurídicos de las resoluciones judiciales extranjeras 
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declarativas o constitutivas, que como tales no requieren de un procedimiento de 
ejecución posterior «stricto sensu». Por tanto, corresponde a la legislación del Estado del 
que depende el registrador, como autoridad encargada de la llevanza del Registro, 
determinar el procedimiento, requisitos y efectos de la inscripción de dicha resolución 
extranjera, si bien la aplicación de la normativa interna tendrá el límite, como se ha 
señalado por la doctrina y la jurisprudencia, de no poder anular el denominado «efecto 
útil» de los instrumentos europeos (vid. las Sentencias del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Europea en los asuntos C-388/92, C-443/03 y C-185/2007), entendiendo por 
tal la efectividad práctica del principio de confianza mutua, en virtud de la cual la resolución 
dictada por un juez de otro Estado miembro debe merecer la misma confianza que la 
dictada por un juez nacional, y en consecuencia no recibir un trato discriminatorio o 
desfavorable.

Por otra parte, dado que los Reglamentos europeos no establecen normas propias 
relativas al procedimiento a través del cual las autoridades nacionales ante las que se 
invoque una resolución extranjera deban llevar a cabo el control incidental de éstas en 
cuanto a los requisitos de reconocimiento impuestos por aquellos, este control se ha de 
desenvolver dentro del propio procedimiento en que la resolución extranjera se invoca, y 
con sujeción a sus propias reglas. En el caso de que la resolución extranjera se haga 
valer ante un Registro de la propiedad español, serán las normas de la legislación 
hipotecaria española que regulan el procedimiento registral las que fijen el modo y 
condiciones en que dicho control se haya de producir, lo que implica la aplicación a éste 
de las reglas de la calificación registral. Dicho en otros términos, el control incidental por 
el registrador de la resolución extranjera se llevará a cabo integrándolo en su función 
calificadora. Pero el hecho de que el resultado de este control sea favorable, no determina 
«per se» que la resolución extranjera pueda acceder al Registro, pues los instrumentos 
comunitarios, en general, no modifican, como se ha dicho, el régimen de ejecución de las 
resoluciones extranjeras, ni de la «ejecución impropia» a través de la inscripción registral, 
por lo que, una vez determinado que una resolución extranjera es recognoscible en 
España, se procede a la segunda fase, integrada por la calificación de dicha resolución 
extranjera conforme a las reglas comunes de la calificación de los títulos judiciales 
conforme a la legislación hipotecaria española (cfr. artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 
100 de su Reglamento) y doctrina de este Centro Directivo recaída en su interpretación.

5.  En definitiva, como ha dicho de forma expresiva la doctrina más autorizada, la 
integración del control incidental de la resolución extranjera dentro de la calificación o 
juicio de legalidad que realiza el registrador, supone que éste deberá realizar tres 
operaciones sucesivas: primero, verificar que la resolución extranjera pueda ser 
subsumida en el ámbito de aplicación temporal, material y territorial del correspondiente 
instrumento comunitario, en este caso en el Reglamento 2201/2003, relativo a la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia 
matrimonial y de responsabilidad parental, como condición lógicamente necesaria para 
acogerse a su régimen privilegiado de eficacia transfronteriza; segunda, verificar que con 
arreglo a la normativa comunitaria la resolución extranjera puede ser reconocida y 
desplegar efectos en España como tal resolución judicial; y, tercero, determinar si, con 
arreglo a la legislación registral española, aquella resolución extranjera puede acceder a 
los libros del Registro.

Ahora bien, la aplicación de la legislación interna en este punto deberá hacerse, como 
antes se ha indicado, sin anular el «efecto útil» del Reglamento comunitario. Y en este 
sentido, deberán quedar desplazadas las exigencias impuestas para las resoluciones 
judiciales extranjeras contenidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, a las que 
remite el artículo 4 de la Ley Hipotecaria, relativas al reconocimiento a título principal de 
la resolución a través de un «exequatur», y la obtención de su previa legalización (cfr. 
artículo 954.4), que resultan incompatibles con el artículo 21.1 del Reglamento Bruselas II 
bis, al dispensar de la necesidad de un procedimiento especial para lograr el 
reconocimiento, y con el artículo 52 del mismo Reglamento en cuanto dispone que «no se 
exigirá legalización ni formalidad análoga alguna» a la resolución extranjera que reúna los 
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requisitos necesarios para determinar su autenticidad, esto es, los impuestos por la ley 
que rige su forma. En lo demás, deberá aplicarse el régimen de calificación de los 
documentos judiciales para los supuestos de tráfico interno, y en consecuencia la 
calificación de la resolución extranjera se extenderá, conforme al artículo 100 del 
Reglamento Hipotecario, a la congruencia del mandato con el procedimiento o juicio en 
que se hubiere dictado, a las formalidades extrínsecas del documento presentado 
(incluida la obligada mención de todas las circunstancias que deba contener el documento 
y que sean relativas a la finca, al derecho y a su titular), a los obstáculos que surjan del 
Registro, y a la competencia del juzgado o tribunal (sin prejuzgar ahora los límites que a 
esta revisión pueda determinar la prohibición de control de la competencia del órgano 
jurisdiccional de origen que impone el artículo 24 del Reglamento de Bruselas II bis, que 
no debe impedir, por razones de orden público procesal, el rechazo de resoluciones 
procedentes de fueros exorbitantes).

Igualmente será imprescindible la firmeza de la resolución judicial (el propio 
Reglamento 2201/2003 exige que contra la resolución ya no se admita recurso alguno: 
vid. artículos 21.1 del Reglamento y 524.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), y que el 
derecho o gravamen real constituido o declarado por la resolución judicial extranjera sea 
admisible en España por cumplir los requerimientos imperativos y de orden público 
impuestos por nuestro Derecho para la configuración de los derechos reales. En este 
sentido, cabe recordar que en nuestro Derecho el propietario puede disponer de sus 
bienes, y, por ende, constituir gravámenes sobre ellos, sin más limitaciones que las 
establecidas en las leyes (artículo 348 del Código Civil). No sólo se permite la constitución 
de nuevas figuras de derechos reales no específicamente previstas por el legislador (cfr. 
artículos 2.2.º de la Ley Hipotecaria y 7 del Reglamento Hipotecario), sino también la 
alteración del contenido típico de los derechos reales legalmente previstos y, en concreto 
(cfr. artículos 647 del Código Civil y 11, 23 y 37 de la Ley Hipotecaria) sujetarlos a 
condición, término o modo. Pero es también cierto que esta libertad tiene que ajustarse a 
determinados límites y respetar las normas estructurales (normas imperativas) del 
estatuto jurídico de los bienes, dado su significado económico-político y la trascendencia 
«erga omnes» de los derechos reales, de modo que la autonomía de la voluntad debe 
atemperarse a la satisfacción de determinadas exigencias, tales como la existencia de 
una razón justificativa suficiente, la determinación precisa de los contornos del derecho 
real, la inviolabilidad del principio de libertad del tráfico, etc. (cfr. Resoluciones de 5 de 
junio y 23 y 26 de octubre de 1987, 4 de marzo de 1993, y 8 de junio de 2011), límites que 
deberá respetar también la resolución judicial extranjera que pretenda su acceso al 
Registro de la Propiedad español como ha señalado en otras ocasiones este Centro 
Directivo (cfr. Resoluciones de 12 de mayo de 1992, 23 de febrero de 2004 y 16 de junio 
de 2009), al rechazar la inscripción de determinadas resoluciones extranjeras por ser 
contrarias a principios esenciales y de orden público español en relación con la 
transmisión del dominio, del régimen de publicidad registral o de las modalidades de 
realización de los bienes y derechos del deudor.

6.  Determinado cuál es el contenido y alcance del reconocimiento directo o 
automático, y trasladando las consideraciones anteriores al caso del presente recurso, 
resulta claro que la aplicación del Reglamento invocado no puede hacerse más allá de su 
ámbito material. Al efecto hemos visto como el artículo 1 limita su contenido a la materia 
relativa al divorcio, a la declaración de disolución del matrimonio hasta ese momento 
existente. En consecuencia su ámbito material no comprende otras cuestiones como son 
las repercusiones patrimoniales de la disolución del vínculo. Lo confirma el considerando 8 
del Reglamento al afirmar que el Reglamento se aplica estrictamente a la disolución sin 
ocuparse de problemas como las consecuencias patrimoniales del matrimonio.

Esta delimitación del ámbito de aplicación del Reglamento tiene una gran 
trascendencia pues implica que el reconocimiento de una sentencia extranjera en toda 
cuestión que exceda del mismo se rige por las normas generales del Estado miembro de 
destino (vid. Sentencias de 1 de julio de 2008 –TJCE/2008/161–, epígrafe 96 y de 15 de 
julio de de 2010 –TJCE/2010/232–, epígrafe, 86 del Tribunal de Justicia de la Unión 
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Europea). Por lo que a España se refiere la competencia para el reconocimiento de una 
sentencia o resolución extranjera que contenga pronunciamientos que excedan de la 
mera declaración de divorcio está atribuida, en cuanto a aquellos, salvedad hecha de lo 
que puedan disponer convenios internacionales, a los Tribunales de Justicia y más 
concretamente a los Juzgados de Primera Instancia por disponerlo así el artículo 955 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 vigente en este aspecto (si bien con la redacción 
dada por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre y por la Ley 11/2011, de 11 de mayo). En 
tanto no recaiga resolución firme de reconocimiento dictada por juez español la resolución 
extranjera no puede desplegar sus efectos y por tanto no puede ser tenida como título 
inscribible en el Registro de la Propiedad a los efectos de los artículos 2 y 3 de la Ley 
Hipotecaria. Así lo reconoce explícitamente el artículo 4 al decir: «También se inscribirán 
en el Registro los títulos expresados en el artículo 2, otorgados en país extranjero, que 
tengan fuerza en España con arreglo a las leyes, y las ejecutorias pronunciadas por 
Tribunales extranjeros a que deba darse cumplimiento en España, con arreglo a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil».

7.  Determinados los requisitos de reconocimiento de una resolución extranjera de 
divorcio que contenga pronunciamiento sobre el destino del patrimonio de los cónyuges 
procede analizar los requisitos para que pueda producir una alteración del contenido del 
Registro de la Propiedad. Al respecto es preciso tener en cuenta, por un lado, la normativa 
relativa a la inscripción de resoluciones judiciales y la doctrina de este Centro Directivo 
sobre calificación de documentos judiciales y por otro las normas hipotecarias sobre 
requisitos para proceder a la modificación del contenido del Registro.

Respecto de la primera cuestión será la resolución firme de reconocimiento del juez 
español la que será objeto de presentación en el registro correspondiente y a la que le 
son de aplicación las normas (artículos 18 y 257 de la Ley Hipotecaria y 100 de su 
Reglamento esencialmente) y doctrina de aplicación correspondiente.

Respecto de la segunda cuestión, es indudable que cualquiera que sea el título que 
se presente a inscripción el mismo debe reunir los requisitos previstos en la normativa 
hipotecaria española por aplicación de las normas de conflicto de nuestro Código Civil 
que así lo establecen para los bienes inmuebles sitos en España (cfr. artículo 10.1). A 
este respecto este Centro Directivo ha tenido ocasión de pronunciarse recientemente (cfr. 
Resolución de 22 de febrero de 2012) recordando que el Código Civil (cfr. artículo 608) 
atribuye la competencia exclusiva en la regulación y determinación de los títulos 
inscribibles, así como en cuanto a los requisitos formales de los mismos y sus efectos, a 
la Ley Hipotecaria. En definitiva, el registrador de la propiedad está obligado a aplicar la 
norma de conflicto española (artículo 12.1 del Código Civil) y por remisión de ésta, la 
legislación hipotecaria que es la que determina los requisitos de inscripción que deben 
reunir los documentos presentados.

8.  En el supuesto de hecho que ha provocado el presente expediente, la única 
cuestión suscitada es si la instancia que complementa la documentación presentada, 
debe llevar la firma legitimada o no. Alega el recurrente que el artículo 52 del Reglamento 
2201/2003 exime de legalización y de cualquier otra formalidad semejante a la 
documentación a que se refiere el artículo 37, es decir, a la copia de la resolución de 
divorcio y al anexo I a que se refiere el artículo 39 (a efectos de determinar la firmeza de 
la resolución), pero olvida que dicho precepto es de aplicación exclusiva a los documentos 
sujetos a dicho Reglamento y no a aquellos otros que les puedan acompañar, y que lo 
que pide el registrador en su calificación no es la legalización de la documentación 
presentada u otra formalidad equivalente (como sería la apostilla), sino la legitimación 
notarial de la firma que figura en la instancia presentada, o bien su ratificación ante el 
registrador, que es concepto distinto y que cumple una función igualmente diferente. En el 
caso presente, la instancia presentada tiene la evidente finalidad de completar la 
resolución judicial presentada, en la que funda inmediatamente su derecho el solicitante 
representado, a fin de reunir los requisitos exigidos por la legislación hipotecaria para 
proceder a la inscripción. Como tal es un documento sujeto a la Ley española y a los 
requisitos exigidos por ésta para acreditar su autoría. Al respecto tiene declarado este 
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Centro Directivo que es claro que el principio de seguridad jurídica exige que la instancia 
privada en la cual se solicita la modificación del Registro permita identificar con plena 
certeza al solicitante y por tanto será requisito imprescindible la legitimación notarial de su 
firma o bien, la instancia debe firmarse y ratificarse ante el registrador (artículo 103 de la 
Ley Hipotecaria y Resoluciones en los «Vistos»).

La nota de calificación, sin embargo, no hace referencia alguna a la idoneidad del 
documento presentado para producir efectos en España como tampoco hace referencia 
al contenido real del mismo, por lo que este Centro directivo no puede hacer 
pronunciamiento alguno al respecto dada la limitación objetiva de este procedimiento (cfr. 
artículo 326 de la Ley Hipotecaria).

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la calificación impugnada en los términos que resultan de los 
anteriores fundamentos.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda 
ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provincia del lugar donde radica el inmueble 
en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio 
verbal, todo ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 27 de julio de 2012.–El Director General de los Registros y del Notariado, 
Joaquín José Rodríguez Hernández.
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